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Acta N° 331 de julio 12 de 2016
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, propuestas por Cristian Vásquez contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda
, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Ministerio Público.

ANTECEDENTES

Cristian Vásquez Arias, actuando en su propio nombre, presentó acciones de tutela contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local,  por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia”, cuya protección depreca. Y pide, además, que se ordene a la funcionaria accionada admitir o rechazar y dar trámite a las acciones populares respectivas, y cumplir los términos perentorios; se ordene la vinculación de las Salas Administrativas y Disciplinarias del Consejo Superior y Seccional Risaralda de la Judicatura, para que inicien las acciones administrativas y disciplinarias que correspondan; se le remita copia de sus tutelas y del fallo al correo electrónico; que la demandada aporte copia de todos los documentos que solicita como pruebas y allegue copia de todas las tutelas que han prosperado en su contra en la Corte Suprema de Justicia y en este Tribunal, así como la de la presente tutela a la acción popular como prueba del incumplimiento legal de manera sistemática y reiterativa.
  



Dijo en sus escritos que presentó acciones populares que quedaron radicadas con los números “2016-240”, “2016-242” y “2016-244”, pero el despacho no las admite o las rechaza, después de tener términos vencidos para ello, como lo dispone la Ley 472 de 1998; esa postura se torna dilatoria y desconoce el trámite legal preferente.
Se dio curso a las peticiones en forma acumulada frente al juzgado y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, a la vez que se vinculó a la Defensoría del Pueblo de Risaralda y al Ministerio Público; se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, se le pidió al despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado y a la Sala Administrativa, que informara si en relación con los libelos anunciados por el accionante se habían solicitado de manera específica vigilancias administrativas.

El Defensor de Pueblo, señaló que le corresponde al despacho judicial accionado acreditar las circunstancias de tiempo y modo que le han impedido el trámite  procesal en términos. La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. La Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, en lo que interesa, dijo que en los casos concretos el interesado no ha presentado solicitudes de vigilancia judicial.
Por su parte, la titular del juzgado indicó que con sendos autos del 17 de junio, se inadmitieron las acciones populares, sin que el demandante hubiese  corregido o interpuesto recurso alguno, por lo que se encuentran en ejecutoria los autos que disponen sus rechazos, proferidos el mismo día de promoción de las tutelas; a su vez, remitió las copias solicitadas.
CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de que la parte accionada, quien recibió por reparto las acciones populares anunciadas, no ha procedido a la admisión o al rechazo de las mismas. 
 



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe, como se anunció, tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto, no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto lo que se solicita es que se ordene al Juzgado Segundo Civil del Circuito “ADMITIR o Rechazar” las acciones populares que le fueron asignadas, pero desde antes de la promoción del libelo ya se habían efectuado los pronunciamientos que se estimaron pertinentes, como quiera que con autos del 16 de junio pasado fueron inadmitidas las acciones (f. 27, 32 y 37), y transcurrido el término concedido para corregirlas en silencio, el mismo día de promoción de las acciones de tutela fueron rechazadas.
  



Es decir que las quejas obedecen a situaciones inexistentes, por lo que se negarán los amparos invocados.
  



En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales. Por infundadas, se negarán igualmente las demás peticiones elevadas y que se relacionan con el aporte de copias a estas demandas y a las acciones populares.

  



Ahora, en lo que concierne a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, baste decir que, como bien lo informó dicho ente, si no ha solicitado vigilancias administrativas en cuanto toca con las acciones populares de que dan cuenta las presentes demandas de tutela, los libelos en su contra se tornan improcedentes, pues a su alcance tiene el remedio para afianzar las gestiones que espera de dicha entidad.

  



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Cristian Vásquez contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local.

Se declara IMPROCEDENTE el reclamo frente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda.

Se absuelve a las entidades vinculadas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

 



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Por falta de competencia se rechazó la demanda igualmente promovida  frente a Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, a la vez que se abstuvo la Sala de dar impulso a la acción frente a las Salas Administrativa y Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.
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